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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL Y DE FAMILIA

Magistrado Ponente

Fernán Camilo Valencia López
Pereira, doce de noviembre de dos mil nueve
Referencia: Exp. 66001-31-03-004-2007-00084-01
Acta  Nº  595
Decide el Tribunal el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia de 24 de marzo de 2009, proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito, dentro del proceso ordinario de pertenencia promovido por Gustavo López García contra Miguel Aníbal López Ramírez y personas indeterminadas. 

I. ANTECEDENTES
1. Gustavo López García presentó demanda ordinaria en contra de los demandados en mención, para que se declarara que ha adquirido por prescripción extraordinaria el derecho de dominio sobre el inmueble urbano situado en la calle 9ª nro. 14-37, antes, calle 5ª entre carreras 1ª y 2ª nro. 8-36 del municipio de Marsella, cuyos linderos son: ### Por el oriente, que es su frente, con la calle 5ª; por el norte, con predio de Nuncia Grajales y de Angelino Acevedo; por el occidente, con propiedad que es hoy de Ernesto o José Miguel Mejía; y por el sur, con lote que fue de los sucesores de Primitivo Marulanda, hoy de vendedor ###; el que se distingue con la matrícula inmobiliaria 290-161632 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, en la que pide se inscriba la sentencia favorable a sus pretensiones.  

2. Como fundamento fáctico de la acción se expuso que el señor Gustavo López García desde hace más de treinta años comenzó a ejercer la posesión material del predio descrito, de manera quieta, pacífica, ininterrumpida y sin reconocer dominio ajeno; desplegando en él hechos positivos que le dan derecho a su propiedad. Se agrega que el demandado después de adquirir el inmueble el 30 de agosto de 1965 lo abandonó “y jamás se han interesado ni el actual ni el anterior dueño por la suerte de dicho bien raíz…”. Además, son conocedores de todos los actos de posesión ejecutados por el accionante sin oponerse a ello.  
3. La parte demandada se resistió a la pertenencia invocada y negó la casi totalidad de los hechos que describe el libelo introductorio, pues solo aceptó el que hace referencia a que él está inscrito como propietario del bien en litigio. Alegó de manera principal, que el demandante no lo ha ocupado como poseedor material sino como simple tenedor y no erigió mejoras de ninguna clase. Explica que el 25 de mayo de 1970 entregó el inmueble que se pretende usucapir en arrendamiento a Pedro López padre del actor, por dos años, y como canon se estableció la suma de cincuenta pesos mensuales; asimismo se le dieron facultades para subarrendar y efectuar reparaciones locativas. Sin embargo, cuando dicho señor falleció se le pidió a Gustavo López García que en virtud al mal estado en que se encontraba la casa, con el precio del arriendo le hiciera arreglos para evitar su ruina, por lo que con éste no se continuó con el contrato de renta sino que “persiste una tenencia quizas (sic) como comodatario”, pues al pedirle la entrega de la vivienda respondió: “que cuánto le va reconocer por las reparaciones y el cuidado de la casa, como si no se hubiera servido de su uso.” El curador ad-litem que se designó a las personas indeterminadas que se creyeran con derechos en el bien, se atuvo a lo que se probara. 
4. Agotadas todas las etapas procesales, el Juzgado Cuarto Civil del Circuito le puso fin a la primera instancia, mediante fallo en que denegó las pretensiones de la demanda.  

II. EL FALLO DEL JUZGADO

1. Se fundamenta en que hay gran imprecisión “de los declarantes respecto a señalar quien es el real propietario del inmueble y las circunstancias que condujeron a que el demandante entrara a ocupar el mismo.”

2. Aunque el actor argumenta que por más de treinta años ejerce actos de señor y dueño en relación con el bien raíz materia de discusión, de las declaraciones rendidas por Omar Ordóñez Grajales, José Artemo Ramírez Sánchez, Rosalía Tobón Castro y Hortensia Acevedo Salgado, se concluye que quien ocupó el predio inicialmente fue Pedro López, progenitor del accionante, quien falleció ocho años atrás según Rosa Emilia Botero Rendón, lo que permitió que Gustavo López García continuara al frente de la propiedad.  
3. Lo anterior indica que lo pretendido por el señor López García es obtener la prescripción del bien a su favor por medio de la figura jurídica de agregación de posesiones de que trata el artículo 778 del Código Civil. No obstante, en este caso, Luis Alfonso Castaño testificó que el demandado le cedió una pieza a Pedro López para que se albergara en el inmueble en cuestión en virtud de una dificultad económica por la que pasaba, lo que hizo hasta su muerte bajo la dependencia del accionado; testimonio al que el a-quo le dio toda credibilidad. De otra parte, Miguel Aníbal López Ramírez también habitó la casa hasta hace siete años, cuando salió a alojarse donde unos familiares también porque atravesaba por una precaria situación, según lo declarado igualmente por Jairo Londoño Ocampo.
4. Reafirman los actos de señor y dueño ejecutados por el señor López García el contrato de arrendamiento que suscribió con el padre del accionante, y la queja instaurada en la Inspección Municipal de Policía y Tránsito de Marsella el 31 de enero de 2008, en la que aquél reclama al demandante por su casa y éste lo reconoce como dueño.

III. EL RECURSO DE APELACIÓN

Se sostiene que el señor López García lleva más de treinta años poseyendo el bien, inicialmente en compañía de su progenitor, por lo que se aclara que la posesión fue compartida, lo que no lo hace sucesor de ésta y tampoco permite su agregación, figura que no fue planteada en la demanda. Continúa la sustentación, con el argumento que las declaraciones recibidas son contundentes al asegurar que el demandante posee el bien hace más de veinte años y le ha hecho mejoras, como la de reconstruirlo en compañía de su ascendiente luego de un temblor, con ayuda también de los vecinos quienes afirman no conocer al demandado. Del mismo modo se alega que es ilógico que el dueño de un predio no “salga a dialogar con los vecinos para que al menos lo conozcan o digan de su estado.”, se pretende por la accionada “hacer ver que, solo llegaba allí encerrarse (sic) en un cuarto dentro del bien, el cual es de dos plantas, durante 30 años sin hacer ningún tipo de gestión para recuperar su predio, y solo hasta que se adelanto (sic) el presente proceso, lo manifiesta”. Ahora, indica el apelante que uno de los testigos asevera que el señor López Ramírez residía en un cuarto de la vivienda, pero a la vez cuenta que no pasa con frecuencia por el lugar y mucho menos ha ingresado al inmueble, entonces se cuestiona porqué se le da valor a dicho testimonio. En lo que hace con el documento de la Inspección de Policía en el que según el Juzgado de primera instancia el accionante reconoció que Miguel Aníbal López Ramírez era el dueño del inmueble, éste no fue suscrito por aquél y fue un hecho posterior a la presentación de la demanda. Termina la sustentación con el argumento de que el fallo de primer grado tuvo como “prueba reina” un “contrato de arrendamiento o comodato” que no fue sucrito por el señor Pedro López y tampoco reconocido por el actor, cuando “los testimonios son la prueba madre de los procesos de pertenencia”. 
V. CONSIDERACIONES
En los hechos en que se fundamentan las pretensiones de esta demanda, se aduce  que Gustavo López García de manera exclusiva viene poseyendo, por más de treinta años, el bien que ahora procura adquirir por usucapión. Sin embargo, con  los testimonios recibidos a los señores Omar Ordóñez Grajales, Rosalba Tobón de Castro, Rosa Emilia Botero Rendón y María Hortensia Acevedo Salgado (fs. 18, 26, 32 y 77, c. 2), dicha alegación comienza a desvirtuarse porque cada uno de ellos reconoce como poseedor inicial del predio a Pedro López, padre del demandante, y que luego del deceso de éste, su hijo continuó como dueño y señor del inmueble. 

No obstante, respecto a este punto, es decir, al del fallecimiento del señor Pedro López en las declaraciones recibidas no se precisó la fecha exacta de este acontecimiento y tampoco se trajo al proceso por los medios legales el registro civil de defunción pertinente. Para el señor Ordóñez Grajales dicha muerte fue hace 35, 40 ó 45 años (f. 21, c. 2) y para la señora Botero Rendón se produjo ocho años atrás (f. 32, c. 2). Este último testimonio es más creíble sobre este punto, en razón de que la declarante tuvo una vinculación mayor con la familia López. Debe indicarse al respecto, que en asuntos como el que ahora se estudia y en los que se trata de averiguar acerca de cuestiones que se desenvuelven en el tiempo, era de  importancia probar el momento de la muerte de don Pedro López porque si como todo indica la posesión propia del demandante solo podría haberse iniciado a la muerte de aquél, tal era un hito que debía conocerse. 
Ahora, el solo registro civil de defunción del señor Pedro López no constituía en este caso prueba suficiente para adicionar la presunta posesión de su descendiente, se necesitaba traer al plenario, también, el de nacimiento de éste; de un lado para establecer la existencia del vínculo jurídico que permitía esta agregación con un antecesor de la misma, y por el otro, el momento de la transferencia. Y, en cuanto a la prueba documental referida la Corte ha dicho: “…hay que acudir a las pruebas del estado civil cuando sea indispensable acreditar que la posesión ha pasado de padres a hijos” (G.J. XXXIX, 21). Empero, expresamente se dijo al sustentarse el recurso que el demandante no esperaba ampararse en la institución de la suma de posesiones que consagran los artículos 778 y 2251 del Código Civil ni tampoco la alegó en la demanda, lo que simple y llanamente indica que la cuestión tiene que verse desde el punto de vista de una posesión exclusiva y no derivada.
Y siendo así, son múltiples los obstáculos que se erigen en contra de las súplicas. De un lado, parece pretender el demandante que se reconozca que la posesión la comenzó a ejercer desde muy temprana edad. Desde los nueve años dicen algunos de los testigos. No se sabe cuántos años tiene el señor López García en la actualidad, mas evidentemente no puede aceptarse que desde esa época hubiera comenzado posesión alguna, porque si llegó a vivir en el inmueble porque su padre lo llevó allí, no era un acto propio de su voluntad sino de quien lo dirigía y mal podría haber ejercido en ese entonces actos posesorios puesto que ninguna intención de detentar dominio podría en ese entonces desarrollar, no obraba por su propia cuenta y menos podía apropiarse de bienes. No estaba en condiciones de  tener la cosa para sí y ejercer actividades de detentación material. De tal modo que solo a partir del momento desconocido del fallecimiento de su padre, podrá admitirse en principio que se desplegara ánimo de señor y dueño y ya que de las pruebas no puede deducirse que hubo un momento preciso en que comenzara a compartir la posesión con su progenitor.  
De otro lado, en el lapso en que se aduce se ha desplegado la posesión, el demandado residió en la propiedad, lo que es indicativo de que el propietario no se había desprendido de la cosa y seguía teniendo el control de la misma. Así lo expresaron Luis Alfonso Castaño, Jairo Londoño Ocampo y Arturo Gaviria Acevedo, quienes manifestaron en cuanto a la estadía del accionado en ese lugar, que de ahí salió hace varios años, entre cinco y siete, porque un sobrino fue por él en virtud a que estaba en precarias condiciones (f. 16, 20 y 24, c. 4), y hasta ese entonces ocupaba un cuarto en la casa. 
De modo que no ante todos, el señor López García era visto como propietario del bien que pide en usucapión. Miguel Aníbal López Ramírez era y es considerado como tal, según lo explicado por los testigos acabados de citar. Y no se trata de  afirmaciones sin fundamento, pues estas personas tuvieron contacto directo con él. El primero narra que las partes “son cuñados” y que en una época compartieron la vivienda, lo que podría indicar que hubo un consentimiento del demandado en la tenencia del demandante dados sus vínculos familiares; el segundo, explica que eran vecinos en una finca del paraje de La Palma de Marsella y desde ahí tiene conocimiento que el señor López Ramírez es propietario del inmueble en el área urbana, y el último, fue su empleador al que le contaba que a pesar de ser propietario del bien en discusión no lo participaban de los arrendamientos que producía y mucho menos le restituían su tenencia. Igualmente el testigo Jorge Ariel Gil Orrego hizo alusión a que el demandante vivió entre tres y cuatro años en el inmueble, pero el instructor no se preocupó por pedir precisiones sobre la época respectiva. De donde se infiere, que en todo caso la posesión que eventualmente podría reconocerse a López García no ha alcanzado a cumplir el lapso veintenario extraordinario aún aplicable. 
Además, como en otras ocasiones se ha dicho pagar impuestos o servicios públicos o hacer instalar estos no son actos que indefectiblemente proclamen posesión material, puesto que tales acciones también son propias de los tenedores de bienes raíces. Tampoco hacer reparaciones locativas como bien se desprende del artículo 1898 del Código Civil. Y según se dejó dicho en el peritaje, al inmueble litigado no se le han hecho mejoras y se distingue por su vetustez, y el plantarlas es una de las actividades que mejor transparenta el ánimo de poseer que se arrogue una persona en relación con una cosa.
En conclusión, no se han reunido los requisitos que para la prosperidad de la prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio exige el Código Civil, en sus artículos 2518 y siguientes, puesto que la prueba recaudada no es convincente o certera para edificar un fallo de pertenencia a favor del señor Gustavo López García pues como se viene analizando no se tienen referentes concretos en cuanto al momento en que éste presuntamente inició la posesión y si lo hizo de manera exclusiva o autónoma o como coposeedor. Acervo probatorio que debe ser concluyente como lo ha tratado la jurisprudencia, al precisar:

“en esta materia la prueba debe ser categórica y no dejar la más mínima duda, pues si ella se asoma no puede triunfar la respectiva pretensión. De allí la importancia capital que ella reviste en este tipo de causas judiciales, más aun cuando militan razones o circunstancias que tornen equívoca o ambigua la posesión, la que debe ser inmaculada, diáfana y exclusiva, rectamente entendida, de lo que se desprende que no debe arrojar la más mínima hesitación. En caso contrario, no podrá erigirse en percutor de derechos” (Cas. Civil. 4 de noviembre de 2005, Exp. 7665)
Por último, efectivamente como lo alegó el demandante, el contrato de arrendamiento arribado no es prueba que tenga la trascendencia que le dio el juzgado y que lleve a determinar que no existe la supuesta posesión en este caso, ya que dicho documento no fue rubricado por el arrendatario, señor Pedro López. Como tampoco que la queja instaurada en la Inspección Municipal de Policía y Tránsito de Marsella (f. 3, c. 4) pueda decirse que determine un reconocimiento de Gustavo López García al demandado como propietario del predio discutido, pues este trámite administrativo se dio luego de iniciado el proceso de pertenencia. No obstante, esto no cambia el panorama adverso que se ha perfilado en contra de las pretensiones del actor.  
Se concluye que no hubo desacierto en el fallo apelado y, en consecuencia, se confirmará.  Las costas las pagará la parte vencida. 
En razón de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil y de Familia, admi​nistrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,  CONFIRMA la sentencia que dictó el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, en este proceso de Gustavo López García contra Miguel Aníbal López Ramírez y personas indeterminadas. Costas del recurso a cargo del demandante.  
Cópiese, notifíquese y cúmplase

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López
Claudia María Arcila Ríos

Gonzalo Flórez Moreno
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